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Corte Constitucional
	 
          

          COMUNICADO No. 10
               Marzo 6 de 2013

 


EL LEGISLADOR NO PUEDE FACULTAR DE MANERA IMPRECISA Y EQUÍVOCA A LOS ALCALDES PARA IMPONER A QUIENES “LE [S] DESOBEDEZCAN” O “LE [S] FALTEN AL RESPETO”, MULTAS CONVERTIBLES EN ARRESTO. CONTROL POLÍTICO A CARGO DE LOS CONCEJOS, DE LAS EMPRESAS DE SERVICIOS PÚBLICOS DOMICILIARIOS NO VIOLA LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA
	  III. EXPEDIENTES D-9240 - SENTENCIA C-107/13 
M.P. María Victoria Calle Correa 


 1. Norma acusada 
Por la cual se dictan normas para modernizar la organización y funcionamiento de los municipios 

Artículo 18. El artículo 32 de la Ley 136 de 1994 quedará así: 

Artículo 32. Atribuciones. Además de las funciones que se le señalan en la Constitución y la ley, son atribuciones de los concejos las siguientes: 

[…] 

12. Citar a control especial a los Representantes Legales de las empresas de servicios públicos domiciliarios, sean públicas o privadas, para que absuelvan inquietudes sobre la prestación de servicios públicos domiciliarios en el respectivo Municipio o Distrito. 
La empresa de servicios públicos domiciliarios cuyo representante legal no atienda las solicitudes o citaciones del control especial emanadas de los Concejos Municipales o Distritales, será sujeto de investigación por parte de la Superintendencia de los Servicios Públicos Domiciliarios. Esta adelantará de oficio o por petición de la corporación respectiva, una investigación administrativa e impondrá las sanciones procedentes establecidas por la ley. Lo anterior sin perjuicio de las demás acciones legales o Constitucionales procedentes. 
[…] 

Artículo 29. Modificar el artículo 91 de la Ley 136 de 1994, el cual quedará así: 

Artículo 91. Funciones. Los alcaldes ejercerán las funciones que les asigna la Constitución, la ley, las ordenanzas, los acuerdos y las que le fueren delegadas por el Presidente de la República o gobernador respectivo. 

Además de las funciones anteriores, los alcaldes tendrán las siguientes: 

[…] 

d) Requerir el auxilio de la fuerza armada en los casos permitidos por la Constitución y la ley; 

[…] 

9. Imponer multas hasta por diez (10) salarios mínimos diarios, según la gravedad, a quienes le desobedezcan, o le falten al respeto, previo procedimiento sumario administrativo donde se observe el debido proceso y el derecho de defensa, de conformidad con los acuerdos correspondientes. 

La oportunidad para el pago y la conversión de las sumas en arresto se gobiernan por lo prescrito en la ley. 

2. Decisión
Primero.- Declarar EXEQUIBLE, por el cargo analizado, el numeral 12 del artículo 18 de la Ley 1551 de 2012, “Por la cual se dictan normas para modernizar la organización y el funcionamiento de los municipios”. 

Segundo.- Declarar INEXEQUIBLE el numeral 9 contenido en el literal d) del artículo 29 de la Ley 1551 de 2012, Por la cual se dictan normas para modernizar la organización y el funcionamiento de los municipios”, por violar el principio de estricta legalidad en materia de sanciones. 

3. Síntesis de los fundamentos 
En esta ocasión se cuestionaban el numeral 12, artículo 18, y el numeral 9 (parcial), literal d), artículo 29 de la Ley 1551 de 2012. La primera disposición se acusaba de violar el artículo 370 de la Constitución. La segunda de desconocer el principio de estricta legalidad en materia de sanciones (CP art. 29). 

(i) La Corte Constitucional encontró el numeral 12 del artículo 18 de la Ley 1551 de 2012 no viola el artículo 370 de la Carta. La Constitución, por una parte, no reserva toda la función de control sobre las entidades prestadoras de servicios domiciliarios en cabeza del Presidente de la República y la Superintendencia de Servicios Domiciliarios. Esa función se la adjudica directamente al “Estado” (CP art. 365). En concordancia, la Carta les da facultades específicas de control sobre dichos entes también a otras autoridades, y no sólo al Presidente y a la citada Superintendencia. En este esquema, el legislador no viola el artículo 370 Superior al atribuirles a los concejos una competencia de control político sobre los entes prestadores de servicios domiciliarios, que consista en citar a sus representantes legales para absolver inquietudes asociadas a la prestación de los mismos en los respectivos municipios o distritos. Al contrario, esta competencia es desarrollo de una norma constitucional que autoriza a los concejos para hacer control político sobre la administración municipal (CP art. 312); es un instrumento para cumplir con las demás funciones que la Constitución les asigna a los concejos (CP art. 313); es al mismo tiempo una implicación del modelo de democracia participativa contemplado en la Carta (CP arts. 1, 2 y 40); y finalmente no interfiere en el ámbito protegido por el artículo 370 Superior, el cual establece una facultad de control administrativo, mientras que la norma acusada se refiere a una modalidad de control político. 

En concepto de la Corte la norma tampoco viola el artículo 370 de la Carta en cuanto autoriza a la Superintendencia de Servicios Públicos Domiciliarios a investigar y, si es del caso, sancionar a las entidades cuyos representantes no atienden las citaciones a control especial. Este tipo de facultades se las adjudica a la Superintendencia el artículo 370 de la Constitución. 

(ii) En lo referente a la acusación contra el numeral 9 (parcial), literal d), del artículo 29 de la Ley 1551 de 2012, la Corte Constitucional integró la unidad normativa para efecto de dar claridad a su contenido deóntico. En consecuencia, procedió a someter a control todo el numeral 9, norma que adjudica a los alcaldes la potestad de imponer, “a quienes le[s] desobedezcan” o “le[s] falten al respeto”, una multa de hasta diez (10) salarios mínimos diarios, “según la gravedad”. Estas multas serían convertibles en arresto, conforme lo “prescrito en la ley”. Las sanciones sólo podrían imponerse luego de un “procedimiento sumario administrativo” donde se respeten el derecho de defensa y el debido proceso. La facultad de imponer multas convertibles en arresto, que se les confiere a los alcaldes, es una atribución de estos últimos “en relación con la Administración Municipal” (literal d). 

La Sala Plena, al analizar el texto del artículo demandado, advirtió que no establecía si era necesaria la intermediación de juez para convertir la sanción de multa en arresto. Constató que la norma cuestionada no define inequívocamente quiénes son los sujetos sancionables. El enunciado bajo control no resultaba tampoco inequívoco al señalar qué tipo de órdenes eran aquellas cuya desobediencia desencadenaba la imposición de las sanciones. El precepto no estatuía con precisión cuáles eran las conductas susceptibles de encuadrarse como faltas de respeto al alcalde. No definía en qué consistía el procedimiento sumario administrativo. Tampoco predeterminaba los criterios para graduar la sanción imponible. Y todos estos defectos, salvo el primero, los juzgó insuperables con arreglo a métodos de interpretación jurídica.

Esta indeterminación normativa, en criterio de la Corte, conducía a limitar injustificadamente no sólo la seguridad jurídica, sino también a disminuir la libertad de los potenciales destinatarios (CP arts. 16 y 28), a afectar la separación de funciones (CP art. 113), a no asegurar de manera aceptable el funcionamiento adecuado de la democracia constitucional y a poner en riesgo la imparcialidad administrativa (CP art. 209). Por lo mismo, la Corte declaró inexequible la norma, por violar el principio de estricta legalidad (CP art. 29).
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